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SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 10 de junio de 2022.  

Comparece la apelante, Sra. Carmen L. Corraliza Rodríguez 

(señora Corraliza) y nos solicita la revisión de una Sentencia Parcial 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Bayamón, el 28 de abril de 2022. Mediante esta, dicho foro desestimó 

con perjuicio una causa de acción sobre despido injustificado y otra 

sobre represalias presentadas en contra del apelado, Banco de 

Desarrollo Económico para Puerto Rico (BDE). Se adelanta la 

confirmación de dicho dictamen.  

En efecto, la señora Corraliza presentó una demanda en contra 

del BDE el 5 de diciembre de 2018 y solicitó que se le ordenara 

satisfacerle los remedios laborales que proveen la Ley Núm. 80-1976 
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(Ley Núm. 80 sobre despido injustificado), la Ley Núm. 115-1991 (Ley 

Núm. 115 sobre represalias) y la Ley Núm. 45-1935 (Ley Núm. 45 de 

compensaciones por accidentes de trabajo).  

Como único fundamento para solicitar los remedios que proveen 

las referidas leyes laborales, la apelante se refirió a lo resuelto por este 

Tribunal de Apelaciones en la Sentencia emitida en el caso 

KLRA201700333, de 16 de agosto de 2018. Específicamente, la 

apelante sostuvo que en ese caso se probó que el BDE violó la Ley 

Núm. 45 de compensaciones por accidentes de trabajo y que se le 

ordenó al BDE satisfacer a la apelante todos los remedios concedidos 

en el artículo 5-A de dicha Ley. No obstante, la demanda no alegó 

hechos constitutivos de discrimen por parte del BDE ni argumentó que 

la Sentencia en el KLRA201700333 tuviera alguna relación con los 

remedios que solicitó sobre represalias bajo la Ley Núm. 115.  

Luego de que el BDE presentara su contestación a la demanda, 

el Tribunal de Primera Instancia emitió una Resolución el 5 de agosto 

de 2021. En ella, determinó que la Sentencia emitida por este foro 

apelativo en el caso KLRA201700333 concluyó que el BDE incumplió 

con su obligación de reserva de empleo, pero no resolvió ni adjudicó, 

en los méritos, una reclamación por despido injustificado bajo la Ley 

Núm. 80, ni por represalias bajo la Ley Núm. 115.  

En atención a ello, el BDE presentó una Moción de 

Desestimación Parcial en la cual argumentó que la apelante no incluyó 

hechos específicos que constituyeran una causa de acción sobre despido 

injustificado al amparo de la Ley Núm. 80, ni mucho menos una causa 

de acción sobre represalias al amparo bajo la Ley Núm. 115. Además, 

en cuanto la Ley Núm. 80, sostuvo que no es de aplicación cuando se 
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trata de empleados gubernamentales. Por su parte, la señora Corraliza 

se opuso a la desestimación y alegó, en síntesis, que la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Apelaciones en el caso KLRA201700333 

había pasado juicio sobre los mismos hechos alegados en la demanda, 

por lo que era de aplicación la doctrina de impedimento colateral por 

sentencia.  

Luego de evaluar la postura de las partes, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió la Sentencia Parcial apelada y desestimó con perjuicio 

la causa de acción sobre despido injustificado al amparo de la Ley Núm. 

80, por concluir que las disposiciones del estatuto no aplican a los 

empleados gubernamentales. De igual manera, desestimó con perjuicio 

la reclamación al amparo de la Ley Núm. 115, por no contener hechos 

demostrativos de que es acreedora de un remedio, sino meras 

conclusiones. Inconforme, la apelante compareció ante nosotros y 

sostuvo que erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar que no 

aplica la doctrina de impedimento colateral por sentencia y desestimar 

con perjuicio las causas de acción como primer recurso, sin tomar en 

consideración otras medidas menos drásticas que la desestimación. 

Prescindiendo de todo trámite ulterior, según lo autoriza la Regla 

7(B)(5) de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7(B)(5), 

resolvemos.  

En cuanto a la legislación laboral aplicable al caso de autos, cabe 

adelantar que la Ley Núm. 80 sobre despido injustificado no aplica en 

el contexto del empleo público. Así, en Adventist Health v. Mercado, 

171 DPR 255 (2007), se explicó que el legislador no extendió las 

protecciones de la referida Ley Núm. 80 al empleado del Gobierno, 

dado que dicho empleado se encuentra debidamente protegido por las 
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garantías que le concede el principio de mérito, a tal punto que en caso 

de despido injustificado tiene derecho a la reinstalación en su puesto. 

Ese es el motivo por el cual las disposiciones de la Ley Núm. 80 se han 

“destinado esencialmente al empleado de la empresa privada y que no 

se deba extender su aplicación a la esfera gubernamental”. Id., pág. 264. 

Véase, además, Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, Guía 

para la Interpretación de la Legislación Laboral de Puerto Rico, 1era 

ed. (2019), págs. 149-150.  

Por su parte, la Ley Núm. 115 se aprobó con el fin de proteger a 

los trabajadores contra posibles represalias de sus patronos, motivadas 

por el ofrecimiento de algún testimonio o información ante ciertos 

foros. Cordero Jiménez v. UPR, 188 DPR 129 (2013). En cuanto al 

estándar probatorio, la Ley Núm. 115 dispone que, para sustentar una 

causa de acción por represalias, el empleado deberá demostrar que 

participó en una actividad protegida y que fue subsiguientemente 

despedido, amenazado o discriminado. Es decir, para que prospere su 

causa de acción, el empleado habrá de demostrar que existe un nexo 

causal entre el ejercicio de la actividad protegida y la acción adversa 

del patrono. Velázquez Ortíz v. Gobierno Municipal de Humacao, 197 

DPR 656 (2017). Véase, además, Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos, op. cit., pág. 179-181.  

Independientemente de cuál tipo de reclamación se trate, toda 

alegación que exponga una solicitud de remedio deberá contener: (1) 

una relación sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de que la 

parte peticionaria tiene derecho a un remedio, y (2) una solicitud del 

remedio a que crea tener derecho. Regla 6.1 de las de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 6.1. Por tanto, al momento de solicitar la 
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desestimación fundamentada en que la parte demandante dejó de 

exponer una causa acción que amerite la concesión de un remedio, no 

es necesaria la presentación de prueba alguna; lo que es necesario 

determinar es si los hechos alegados en la demanda establecen de su faz 

una reclamación que sea plausible y que, como tal, justifique que el 

demandante tiene derecho al remedio que busca o, al menos, a parte del 

mismo. Trinidad Hernández et al. v. ELA et al.,188 DPR 828 (2013).  

En caso de que se determinara que los hechos alegados “no 

cumple[n] con el estándar de plausibilidad, el tribunal debe desestimar 

la demanda”. R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San 

Juan, LexisNexis, 2010, pág. 268. Véase, además, Ashcroft v. Iqbal, 

556 U.S. 662 (2009). Es decir, lo que se busca con el análisis de 

plausibilidad es “no permitir que una demanda insuficiente proceda 

bajo el pretexto de que con el descubrimiento de prueba pueden 

probarse las alegaciones conclusorias”. Id.  

De tal modo, la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, supra, 

permite que una reclamación sea desestimada, entre otros fundamentos, 

por dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio. Ante una solicitud de esta naturaleza, el foro judicial debe 

tomar “como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda y 

que hayan sido aseverados de manera clara y concluyente, y que de su 

faz no den margen a dudas”, e interpretarlos conjuntamente, 

liberalmente y de la forma más favorable para la parte demandante.  

Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409 (2008). Es 

decir, no se requiere que la parte demandante detalle específicamente 

los hechos alegados, sino que demuestre a grandes rasgos los méritos 
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de su reclamación, mediante una exposición sencilla y sucinta. Torres 

Torres v. Torres Serrano, 179 DPR 481 (2010).  

Finalmente, la doctrina de cosa juzgada “impide que se litiguen 

posteriormente, entre las mismas partes y sobre las mismas causas de 

acción y cosas, las controversias ya litigadas y adjudicadas, y aquellas 

que se pudieron haber litigado”. Mun. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 

158 DPR 743, 769 (2003). Sobre este particular, se ha señalado que 

cosa juzgada constituye lo ya resuelto por un tribunal competente, que 

cumple el propósito de impartir finalidad a los dictámenes judiciales. 

Casco Sales v. Mun. de Barranquitas, 172 DPR 825 (2007).  

Asimismo, el Tribunal Supremo ha reconocido otra modalidad 

de cosa juzgada, conocida como la figura jurídica de impedimento 

colateral por sentencia. A & P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 

DPR 753 (1981). La misma “surte efectos cuando un hecho esencial 

para el pronunciamiento de una sentencia se dilucida y determina 

mediante sentencia válida y final”. Id., en la pág. 762. En consecuencia, 

“tal determinación es concluyente en un segundo pleito entre las 

mismas partes, aunque estén involucradas causas de acción distintas”. 

Id. Véase también PR Wire Prod. v. C. Crespo & Asoc., 175 DPR 139 

(2008).  

En atención a la normativa discutida, concluimos que el Tribunal 

de Primera Instancia actuó conforme a derecho al desestimar la causa 

de acción sobre despido injustificado presentada al amparo de la Ley 

Núm. 80. Tal como señalamos, el propósito de dicho estatuto es 

proteger al obrero que ha sido injustificadamente despedido de su 

empleo, pero su ámbito de aplicación se circunscribe a la empresa 

privada. En tanto que el Banco de Desarrollo Económico para Puerto 
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Rico es una entidad pública, resulta evidente que está excluido de sus 

disposiciones.  

El foro primario tampoco incidió al desestimar la causa de acción 

presentada al amparo de la Ley Núm. 115, dado que la demanda no 

cumplió con los requisitos mínimos de perfeccionamiento. Es decir, 

aun analizándola de la manera más favorable posible, la realidad es que 

la reclamación no contiene hechos específicos que permitan establecer 

un caso prima facie de violación a la Ley Núm. 115. Contrario a lo 

aseverado por la apelante, la Sentencia en el caso KLRA201700333 no 

tiene ese alcance.  

Así pues, en la medida en que la aplicabilidad de la figura jurídica 

de impedimento colateral por sentencia no fue argumentada con 

relación a los hechos específicos comunes a la reclamación 

administrativa adjudicada en el caso KLRA201700333, no estamos en 

posición de aquilatar favorablemente los planteamientos contenidos en 

el recurso presentado por la señora Corraliza, en perjuicio de Sentencia 

Parcial que participa de una presunción de corrección. Por los 

fundamentos expuestos, confirmamos el dictamen apelado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


